
Jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia de 

la Nación





271Año 2022, Vol. VII. Número 20, Marzo - Junio, ISSN 2448-5128 e ISSN 2448-5136

Caducidad de la instancia. No se configura por inac-
tividad procesal atribuible al órgano jurisdiccional

Undécima Época. Registro: 2021405. Plenos de Circuito
Seminario Judicial de la Federación 21 de enero de 2022

I.3o.C.361 C (10a.)

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios distintos al determinar si operaba la caducidad, ante la existencia de 
una determinación judicial previa e imputable en su ejecución al propio órgano 
jurisdiccional.

Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Segundo Circuito considera que, 
conforme con una visión de maximización de los derechos fundamentales de los 
justiciables y en clave de progresividad, no es procedente decretar la caducidad 
de la instancia por inactividad procesal, cuando la persona juzgadora se impuso 
para sí o para alguno de los funcionarios que integran el órgano jurisdiccional, 
determinada conducta de la cual dependa la continuación del procedimiento.

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
emitir la jurisprudencia 2a./J. 86/2013 (10a.), de título: “CADUCIDAD EN EL 
JUICIO AGRARIO. NO SE CONFIGURA POR INACTIVIDAD PROCESAL 
ATRIBUIBLE AL TRIBUNAL.”, determinó que la caducidad no se configura 
cuando la inactividad es imputable al órgano jurisdiccional si se debe a la falta 
de desahogo de diligencias o de pruebas, en cuya realización las partes no tienen 
injerencia, pues no se justifica que padezcan los efectos perjudiciales derivados 
de una omisión que no les es atribuible. A partir de dicho criterio jurisprudencial 
de observancia obligatoria en términos de lo dispuesto en el artículo 217 de la Ley 
de Amparo, se actualiza un principio de adjudicación en clave de progresividad 
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en su vertiente de no regresión, el cual permite imprimir efectos de máxima 
protección a las personas justiciables, para que no soporten la sanción procesal 
de caducidad por causas atribuibles al operador jurídico, lo cual inhibe a su vez 
el concepto de “carga mínima”, puesto que las partes no se encuentran en la 
hipótesis de ser responsables por un modelo de culpa in vigilando, respecto de la 
función jurisdiccional.


